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RESOLUCIÓN NÚMERO HOJA No.33 

Por la cual se decretan unas medidas especiales urgentes 

acciones inmediatas por las autoridades competentes para evitar o minimizar el impacto negativo que 

esto tendría sobre la comunidad. 

ii) El derecho de vía. Fajas de retiro obligatorio o áreas de reserva o de exclusión.

Continuando con el hilo anterior, el literal e) del artículo 2 y el numeral 2 del artículo 3 ambos de la Ley 

105 de 1993 establecen que la seguridad de las personas constituye una prioridad del Sistema y del 

Sector Transporte, disposiciones que como se dijo anteriormente, concuerdan con lo dispuesto en el 

artículo 2 de la Ley 336 de 1996 y los artículos 2, 3, y 8 de la Ley 1682 de 2013, que define los principios, 

bajo los cuales se planeará y desarrollará la infraestructura del transporte, la cual se encuentra integrada 

por la red vial de transporte terrestre y, en consecuencia, por las fajas de retiro obligatorio, zonas de 

reserva o exclusión. 

Estas fajas de retiro obligatorio, zonas de reserva o exclusión se encuentran dentro de la categoría de 

bienes del espacio público, entendiéndose este como el conjunto de inmuebles públicos, elementos 

arquitectónicos y naturales de los inmuebles privados destinados por su naturaleza, por su uso o 

afectación a la satisfacción de las necesidades urbanas colectivas qué trascienden los límites de los 

intereses individuales de los habitantes para dar prelación a los intereses del colectivo general. 

El espacio público en materia de transporte se encuentra conformado, entre otros, por los siguientes 

aspectos: i) los bienes de uso público, es decir, aquellos inmuebles de dominio público cuyo uso 

pertenece a todos los habitantes del territorio nacional destinados al uso o disfrute colectivo; ii) los 

elementos arquitectónicos espaciales y naturales de los inmuebles de propiedad privada que por su 

naturaleza uso o afectación satisfacen necesidades de uso público y; iii) las áreas requeridas para la 

conformación del sistema del espacio público.  

Es así que, de acuerdo con la necesidad de contar con un área que tengan como fin la construcción, 

conservación, reconstrucción, ampliación, protección, el uso adecuado de una vía y, en especial, un área 

de maniobra y seguridad para los usuarios de la infraestructura vial; estas zonas gozan de una especial 

protección no solo legal, sino también constitucional por parte del Estado. Por lo cual, el legislador a lo 

largo del desarrollo normativo sobre el particular dotó a diferentes autoridades en la materia de facultades 

sancionatorias, administrativas, policivas, entre otras; con el fin de brindar una especial protección y 

conservación en estas áreas.  

Dicho lo anterior, los antecedentes de las fajas de retiro obligatorio o área de reserva o de exclusión en 

pasos urbanos o el derecho de vía se remontan al Decreto–ley 2770 de 1953 “Por el cual se dictan 

normas sobre uniformidad de la anchura de las obras públicas nacionales y sobre seguridad de las 

mismas”, visualizó la necesidad de que las zonas carreteras contaran con una anchura uniforme y con 

una especial protección por el Estado. Es por esto, que desde el parágrafo 2 del artículo 13 de la Ley 

105 de 1993 se estableció la necesidad de que las autoridades civiles departamentales y/o municipales 

protegieran y conservaran la propiedad pública representada en las fajas de terreno adquiridas por el 

Gobierno nacional. Por estas razones de conformidad con todo el esquema normativo de referencia las 

autoridades competentes deben iniciar inmediatamente las acciones de recuperación, en caso de 

invasión de estos corredores sin excepción alguna.  

Si bien en diferentes disposiciones se han establecido aspectos sobre derecho de vía y su protección, 

inclusive, esta Dirección en este punto resalta las bondades que sobre el particular tiene la Ley 1228 del 
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16 de julio de 2008 modificada por el artículo 17 de la Ley 1882 de 2018 y el Decreto Reglamentario 2976 

de 2010 compilado por el Decreto 1079 de 2015, normatividades vigentes y que se centran en 

reglamentar exclusivamente la faja de retiro obligatoria. 

En primera medida, debe decirse que el artículo 2 de la Ley 1228 del 2008 precisó que las zonas de 

reserva para carreteras de la red vial nacional debían contar con las siguientes dimensiones:  

“Artículo 2. Establécense las siguientes fajas de retiro obligatorio o área de reserva o de 
exclusión para las carreteras que forman parte de la red vial nacional: 

1. Carreteras de primer orden sesenta (60) metros.
2. Carreteras de segundo orden cuarenta y cinco (45) metros.
3. Carreteras de tercer orden treinta (30) metros.

Parágrafo. El metraje determinado en este artículo se tomará la mitad a cada lado del eje de la 
vía. En vías de doble calzada de cualquier categoría la zona de exclusión se extenderá mínimo 
veinte (20) metros a lado y lado de la vía que se medirán a partir del eje de cada calzada exterior.” 

Asimismo, el párrafo 2 del artículo 4 ibidem establece que de conformidad con lo dispuesto en el 

parágrafo 2 del artículo 13 de la Ley 105 de 1993, los gobernadores y los alcaldes deberán proteger y 

conservar la propiedad pública representada en las fajas de terreno adquiridas por el Gobierno Nacional, 

las gobernaciones o por las alcaldías en virtud del Decreto-ley 2770 de 1953, al igual que las que se 

adquieran conforme con lo establecido en aquella ley.  

De igual forma, establece que estas autoridades están obligados a iniciar inmediatamente las acciones 

de recuperación en caso de invasión de estos corredores. Esto en concordancia con lo establecido en el 

artículo 9 que dispone que es deber de los alcaldes cuidar y preservar las áreas de exclusión y, en 

consecuencia, están obligados a iniciar de inmediato las acciones de prevención de invasiones y de 

restitución de bienes de uso público cuando sean invadidas o amenazadas.  

Ahora bien, la Ley 1228 de 2008 también estableció obligaciones para los propietarios de los predios 

contiguos a la vía, esto, en el marco de la función social que debe cumplir la propiedad privada respecto 

de la comunidad. Así, en su artículo 5 se precisó que los propietarios de predios adyacentes a las zonas 

de reserva tienen como deber –entre otros– los siguientes: i) construir en los linderos con las zonas de 

reserva de la vía, setos con arbustos o árboles vivos, que no impidan, dificulten u obstaculicen la 

visibilidad de los conductores en las curvas de las carreteras, ii) no arrojar en las cunetas de las carreteras 

adyacentes basuras o materiales que taponen o perturben el normal funcionamiento de las mismas como 

elementos de drenaje de la vía y, iii) en la construcción de los accesos de la vía a los predios deberán 

respetarse la continuidad y dimensiones de las cunetas y estas deberán estar siempre despejadas de 

basuras y obstáculos. La renuencia a estos deberes tiene como consecuencia la aplicación de las 

disposiciones del Código Nacional de Policía. 

En lo que respecta al Decreto 1079 de 2015 que compiló el Decreto reglamentario 2976 de 2010 se 

establece qué tipo de obras o elementos se pueden realizar o ubicar en las áreas de reserva, así: 

“Artículo 2.4.7.2.6. Desarrollo de obras en fajas de retiro. En las fajas de retiro obligatorio o 

área de reserva o de exclusión, definidas en la Ley 1128 de 2008 y en el presente Capítulo, solo 

se permite el desarrollo de obras que permitan facilitar el transporte y tránsito y de los servicios 

conexos a la vía, tales como construcción de carriles de aceleración y desaceleración; así como 
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la ubicación o instalación de elementos necesarios que aseguren y organicen la funcionalidad 

de la vía, como elementos de semaforización y señalización vial vertical, mobiliario urbano, 

ciclorutas, zonas peatonales, estaciones de peajes, pesajes, centros de control operacional, 

áreas de servicio, paraderos de servicio público, áreas de descanso para usuarios, y en general 

las construcciones requeridas para la administración, operación, mantenimiento y servicios a los 

usuarios de la vía, contempladas por la entidad que administra la vía dentro del diseño del 

proyecto vial.” 

De igual forma, el artículo 2.4.7.2.9. del decreto mencionado recalcó que de conformidad con lo dispuesto 

en el parágrafo 2 del artículo 13 de la Ley 105 de 1993 y el artículo 4 de la Ley 1228 de 2008, los Alcaldes 

Municipales y demás autoridades de policía deberán proteger y conservar el espacio público 

representado en las fajas de retiro obligatorio o áreas de reserva o de exclusión definidas en la Ley 1228 

de 2008. Para el efecto deben, en todos los casos, adelantar los procedimientos administrativos y/o 

judiciales que se requieran con el objetivo de evitar que particulares adelanten construcciones nuevas 

en dichas zonas o desarrollen cualquier actividad que contravenga las precisas disposiciones que 

protegen el espacio público representado como derecho de vía o faja de retiro obligatorio.  

iii) Las medidas cautelares o especiales de urgencia en materia administrativa45 y la

competencia de la SuperTransporte para expedirlas.

La Constitución Política en el artículo 209 previó dentro de los principios de la función administrativa, que 

posteriormente se desarrollaron por el artículo 3 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo 

Contencioso Administrativo, el de eficacia, y este obedece a que las actuaciones de la administración 

deben buscar la efectividad del derecho material que pretende proteger. Para esto, la administración 

cuenta con un gran abanico de procedimientos y de posibles decisiones que dependiendo de la 

particularidad del caso se pueden adoptar. Tal es el caso de las cautelas administrativas o medidas 

especiales de urgencia que tienen como propósito la adopción de remedios efectivos y ejecutables para 

suspender o superar la posible afectación que llegue a perturbar en gran medida la debida prestación de 

servicio público de transporte, el estado de la infraestructura y la conectividad país. 

Es así que, con observancia de las facultades legalmente delegadas en la Superintendencia de 

Transporte como máxima autoridad administrativa en el sector transporte, el legislador otorgó 

responsabilidades y cargas en consideración al desempeño de sus funciones. Esto con el fin de que sea 

la entidad de inspección, vigilancia y control, quien en cumplimiento de sus competencias ordene 

medidas eficaces, ciertas y proporcionales que brinden soluciones a las problemáticas que aquejan al 

colectivo o que pueden constituir una grave afectación a los derechos fundamentales de las personas y 

aspectos socio-económicos de la región. 

Ahora bien, doctrinariamente se ha establecido que la justificación para la adopción de cautelas 

administrativas – autónomas o accesorias- suponen la salvaguarda del interés general, el cual se podría 

ver menoscabado si se está a la espera del agotamiento de un procedimiento administrativo. 

Al punto, sea del caso precisar que las medidas administrativas de carácter autónomo que producen 

efectos cautelares tienen como finalidad mitigar o eliminar los efectos de una conducta que, aun cuando 

puede ser licita, genera riesgos para los bienes jurídicos protegidos y que se pueden llegar a proteger 

45 Las cautelas administrativas. Sus características y su práctica en el ejercicio de las funciones a cargo de la Superintendencia de Industria y Comercio. 
Memorias del XV Congreso de Derecho Procesal, año 2015, págs. 723 y ss. 
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por intermedio de una actuación autorizada por la ley, aun cuando las decisiones adoptadas resulten 

restrictivas en forma proporcional de un derecho del destinatario de la misma.  

Téngase en cuenta, que la decisión de adoptar este tipo de actuaciones no obedece a un capricho de la 

administración, sino más bien a la necesidad de dar prevalencia al interés general, que se está viendo 

afectado o está en riesgo de impactarse por actos que provienen del actuar de terceros con intereses 

particulares o de otra índole. 

De igual forma, cabe recordar que el Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso 

Administrativo establece que el procedimiento administrativo sancionatorio podrá iniciarse de oficio o por 

solicitud de cualquier persona. Ahora, hay un punto en el que es el titular de la competencia el que 

establece cual es la acción adoptar teniendo en cuenta los hechos que revisten el asunto sometido a su 

conocimiento y la disposición o adopción de otros mecanismos mediante el cual la autoridad 

administrativa disponga ejercer funciones con miras a la protección del interés general, deberán ser 

adecuadas a los fines de la norma que las autoriza y proporcionales a los hechos que le sirven de causa. 

En el mismo sentido, no obstante que el artículo 50 de la Ley 336 de 1996 dispone: “[s]in perjuicio de lo 

dispuesto por normas especiales sobre la materia, cuando se tenga conocimiento de la comisión de una 

infracción a las normas de transporte, la autoridad competente abrirá investigación en forma inmediata 

mediante resolución motivada (…)”, lo cierto es que tratándose de cautelas administrativas o medidas 

especiales urgentes la investigación administrativa no se constituye como requisito de procedibilidad para 

aquellas y, en cualquier caso, nótese que la actividad investigativa no comporta por sí misma un remedio 

a la afectación que se pretende conjurar. 

Por lo tanto, las medidas a ordenar en la presente resolución de ninguna manera implican un 

prejuzgamiento en aquellas investigaciones que se lleguen a adelantar o de aquellas que de manera 

concomitante se inicien junto con el presente acto administrativo, si es que así fuera. 

Por otra parte, la implementación de cautelas accesorias tiene por objeto asegurar las resultas del 

proceso administrativo sancionatorio, pero conservan la característica de ser medidas orientadas a la 

salvaguarda del interés general y no del derecho subjetivo de quien pudiera tener interés en la actuación 

administrativa. Dicho de otro modo, los móviles para su adopción siguen correspondiendo al riesgo sobre 

el bien jurídico en abstracto, por efecto de la mora en el agotamiento del procedimiento administrativo. 

De ninguna manera, la satisfacción de una pretensión subjetiva.  

Es por lo anterior, que no está de más decir que las autoridades administrativas pueden ejercer la facultad 

de decretar medidas cautelares o de urgencia para conjurar el riesgo y otorgar protección al derecho a 

la salud, seguridad personal, vida o la integridad de los usuarios de la infraestructura de transporte, en 

este caso, pues es a través de ella que se puede lograr de forma definitiva la erradicación de una 

conducta o, por lo menos, la mitigación de ella.  

El Consejo de Estado en Sentencia SU-913/09 del Magistrado Ponente, Dr. Juan Carlos Henao Pérez 

ha tratado en su ponencia lo referente a la proporcionalidad y congruencia al momento de decretar una 

medida cautelar, al tenor mencionó: 

“(…) Estos son: el periculum in mora y el fumus boni iuris, los cuales deben aparecer de forma 
concurrente para asegurar la proporcionalidad y congruencia de la medida. El primero, periculum in 
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mora, tiene que ver con el riesgo de que al no adoptarse la medida cautelar sobrevenga un perjuicio 
o daño mayor del que se expone en la demanda, que de no precaverse, transforme en tardío el fallo
definitivo. Tiene igualmente que ver con un temor fundado de que el derecho se frustre o sufra
menoscabo durante la sustanciación del proceso. El segundo, fumus boni iuris, aduce a un principio
de veracidad en cuanto a la afectación del derecho invocado como fundamento de la pretensión
principal. Estos dos principios, asegura la doctrina, deben operar de manera concurrente, al punto
que la falta de uno de estos elementos, debe dar lugar a que: i. se rechace la medida cautelar ó ii.
se otorgue la medida pero de manera limitada. Por ejemplo, si el valor de la causa en juicio ejecutivo
es proporcionalmente mínimo a la solvencia del demandado, la medida carecerá de periculum in
mora, caso en el cual no habrá necesidad de hacer juicio alguno sobre el principio fumus  boni iuris,
pues de plano resulta innecesaria la medida (…)”.

Sobre este asunto en particular, la Sala Plena de lo Contencioso Administrativo de esta Corporación, en 

providencia de 17 de marzo de 2015,46 señaló: 

«[…] La doctrina también se ha ocupado de estudiar, en general, los criterios que deben tenerse en 
cuenta para el decreto de medidas cautelares, los cuales se sintetizan en el fumus boni iuris y 
periculum in mora. El primero, o apariencia de buen derecho, se configura cuando el Juez encuentra, 
luego de una apreciación provisional con base en un conocimiento sumario y juicios de verosimilitud 
o probabilidad, la posible existencia de un derecho. El segundo, o perjuicio de la mora, exige la
comprobación de un daño ante el transcurso del tiempo y la no satisfacción de un derecho. […]».

De ese mismo modo, la Sección Tercera, en auto de 13 de mayo de 2015,47 sostuvo: 

«[…] Lo anterior quiere significar que el marco de discrecionalidad del Juez no debe entenderse como 

de arbitrariedad, razón por la cual le es exigible a éste la adopción de una decisión judicial 

suficientemente motivada, conforme a los materiales jurídicos vigentes y de acuerdo a la realidad fáctica 

que la hagan comprensible intersubjetivamente para cualquiera de los sujetos protagonistas del proceso 

y, además, que en ella se refleje la pretensión de justicia, razón por la cual es dable entender que en el 

escenario de las medidas cautelares, el Juez se enfrenta a la exposición de un razonamiento en donde, 

además de verificar los elementos tradicionales de procedencia de toda cautela, es decir el fumus boni 

iuris y el periculum in mora, debe proceder a un estudio de ponderación y sus sub principios integradores 

de idoneidad, necesidad y proporcionalidad stricto sensu, ya que se trata, antes que nada, de un 

ejercicio de razonabilidad.48  (Negrillas no son del texto). 

46 Consejo de Estado, Sala Plena de lo Contencioso Administrativo, providencia de 17 de marzo de 2015, C.P. Sandra Lisset Ibarra Vélez, radicación núm. 
11001-03-15-000-2014-03799-00. 

47 Consejo de Estado, Sala de lo Contencioso Administrativo, Sección Tercera, providencia de 13 de mayo de 2015, C.P. doctor Jaime Orlando Santofimio 
Gamboa, radicación núm. 11001-03-26-000-2015-00022-00 (53057). 

48 Sobre la aplicación de la proporcionalidad, la misma providencia indicó: 
«[…] Se ha sostenido en anteriores ocasiones: 
(…) La discrecionalidad, en cuanto fenómeno con trascendencia jurídica, se concibe como un margen permitido de acción a las autoridades de cualquiera de 
los poderes públicos, en los eventos en que debiendo adoptar una decisión, el marco de sujeción a su actuación establecido por el ordenamiento jurídico resulta 
a todas luces indeterminado, correspondiéndole construir la decisión y, por lo tanto, las consecuencias jurídicas de la misma, bajo consideraciones objetivas 
de acatamiento y respeto al orden jurídico y a sus principios estructurantes. 

(…)  
El asunto resulta elemental: allí donde el Juez Administrativo no esté gobernado por reglas, lo más posible es que la actuación se soporte en principios o 
mandatos de optimización, luego la proporcionalidad y ponderación no son metodologías extrañas en la solución de conflictos y en la reconducción de la 
actividad de la jurisdicción contencioso administrativa al cumplimiento material de los postulados del Estado social de derecho. En todo caso, la proporcionalidad 
y la ponderación no representan ni la limitación, ni el adelgazamiento de los poderes del juez administrativo, sino que permiten potenciar la racionalidad y la 
argumentación como sustento de toda decisión judicial. Cabe, entonces, examinar cómo se sujeta la actividad discrecional del juez administrativo a las reglas 
de la ponderación, como expresión más depurada del principio de proporcionalidad’  

En consecuencia, la observancia de este razonamiento tripartito conlleva a sostener que en la determinación de una medida cautelar, que no es más que la 
adopción de una medida de protección a un derecho en el marco de un proceso judicial, el Juez debe tener en cuenta valoraciones de orden fáctico referidas 
a una estimación de los medios de acción a ser seleccionados, cuestión que implica i) que la medida decretada sea adecuada para hacer frente a la situación 
de amenaza del derecho del afectado (idoneidad); ii) que, habida cuenta que se trata de una decisión que se adopta al inicio del proceso judicial o, inclusive, 
sin que exista un proceso formalmente establecido, la medida adoptada sea la menos lesiva o invasora respecto del marco competencial propio de la 
administración pública (necesidad) y, por último, es necesario iii) llevar a cabo un razonamiento eminentemente jurídico de ponderación , en virtud del cual se 
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En razón de lo antes expuesto y de acuerdo con los numerales 5 y 6 del artículo 19 del Decreto 2409 de 

2018 que al tenor establecen:  

“5. Ordenar a los infractores la modificación o terminación de las conductas que sean contrarias a 

las disposiciones relacionados con los contratos de concesión y/o de los servicios conexos 

destinados a la construcción, rehabilitación, operación, explotación, así como a la construcción y/o 

al mantenimiento de la infraestructura vial, aeroportuaria y férrea. 

6. Decretar medidas especiales, provisionales y las demás contenidas en la ley.”

Es la Superintendencia de Transporte, como máxima autoridad administrativa en materia de transporte 

y su infraestructura, representada en este caso por la Dirección de Investigaciones de Concesiones e 

Infraestructura, la competente para adoptar las medidas especiales de urgencia que se requieran en los 

asuntos sometidos a su conocimiento. 

iv) Los destinatarios de las medidas cautelares o especiales urgentes

Ahora bien, debe tenerse en cuenta que el sector transporte cuenta con un régimen sancionatorio 

expreso y claro y, del mismo modo, en la normatividad se encuentra establecido quiénes son las 

entidades que conforman el sector y el Sistema Nacional del Transporte y aquellos sujetos que pueden 

ser objeto de sanción por parte de las autoridades. Es de resaltar que los sujetos que pueden ser objeto 

de sanción ya sea porque infringen directamente la normatividad del sector o porque facilitan su 

inobservancia también pueden soportar órdenes administrativas que procuren la protección de los bienes 

jurídicos que se encuentran bajo la tutela de la Superintendencia de Transporte. 

Asimismo, esta Autoridad cuenta con facultades para instruir y ordenar a las entidades que conforman el 

sector y el Sistema Nacional del Transporte, con excepción del Ministerio del Transporte, el cumplimiento 

de la normatividad que les resulte aplicable. 

Es razón de lo anterior, la Ley 105 de 1993 en su artículo 1 establece: 

“ARTÍCULO 1 Sector y Sistema Nacional del Transporte: 

(…) 

Conforman el Sistema de Nacional de Transporte, para el desarrollo de las políticas de 

transporte, además de los organismos indicados en el inciso anterior, los organismos de tránsito 

y transporte, tanto terrestre, aéreo y marítimo e infraestructura de transporte de las entidades 

territoriales y demás dependencias de los sectores central o descentralizado de cualquier orden, 

que tengan funciones relacionadas con esta actividad”. 

Asimismo, el artículo 9 de la Ley 105 de 1993 establece cuáles son las personas y empresas que pueden 

estar sujetas a la imposición de sanciones por infracciones a las normas sobre el transporte público y 

cuáles son dichas sanciones. Dice esta norma legal: 

debe determinar de manera doble el grado de afectación o no satisfacción de cada uno de los principios contrapuestos (…) que ordena analizar si se encuentra 
justificado que la satisfacción de uno de los principios afecte al otro […]».(Subrayas fuera del texto original). 
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“Artículo 9. Sujetos de las sanciones. Las autoridades que determinen las disposiciones legales 

impondrán sanciones por violación a las normas reguladoras del transporte, según las disposiciones 

especiales que rijan cada modo de transporte. 

Podrán ser sujetos de sanción: 

1. Los operadores del servicio público de transporte y los de los servicios especiales.

2. Las personas que conduzcan vehículos.

3. Las personas que utilicen la infraestructura de transporte.

4. Las personas que violen o faciliten la violación de las normas.

5. Las personas propietarias de vehículos o equipos de transporte.

6. Las empresas de servicio público.

Las sanciones de que trata el presente artículo consistirán en: 

1. Amonestación.

2. Multas.

3. Suspensión de matrículas, licencias, registros o permisos de operación.

4. Cancelación de matrículas, licencias, registros o permisos de operación.

5. Suspensión o cancelación de la licencia de funcionamiento de la empresa

transportadora.

6. Inmovilización o retención de vehículos.”

Lo anterior para precisar que el ejercicio de las facultades sancionatorias y de impartir órdenes e 

instrucciones con las que cuenta la Supertransporte no solo recaen sobre el universo de vigilados, sino 

también sobre todas aquellas personas naturales o jurídicas que bien pueden participar o no de la 

actividad del transporte, infringen directamente la normatividad del sector y/o facilitan su inobservancia. 

Ahora bien, en cuanto al universo de vigilados de la Supertransporte, el artículo 42 del citado Decreto 

101 de 2000, artículo 4 del Decreto 2741 de 2001 -vigente- estableció los sujetos sobre los cuales se 

ejerce las funciones de inspección, vigilancia y control, en virtud de la delegación presidencial de tales 

funciones en relación con el servicio público de transporte. Esta norma dispone lo siguiente:  

“Artículo 42. Sujetos de la inspección, vigilancia y control delegados. Modificado por el artículo 4 

del Decreto 2741 de 2001. El nuevo texto es el siguiente: Estarán sometidas a inspección, 

vigilancia y control de la Supertransporte, exclusivamente para el ejercicio de la delegación 

prevista en los artículos 40, 41 y 44 de este decreto o en las normas que lo modifiquen, las 

siguientes personas naturales o jurídicas:  

1. Las personas jurídicas con o sin ánimo de lucro, las empresas unipersonales y las personas

naturales que presten el servicio público de transporte.

2. Las entidades del Sistema Nacional de Transporte, establecidas en la ley 105 de 1993,

excepto el Ministerio de Transporte, en lo relativo al ejercicio de las funciones que en

materia de transporte legalmente les corresponden.

3. Los concesionarios, en los contratos de concesión destinados a la construcción, rehabilitación,

operación y/o mantenimiento de la infraestructura de transporte en lo relativo al desarrollo,

ejecución y cumplimiento del contrato, sobre los cuales se ejercerá inspección y vigilancia.
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4. Los operadores portuarios.

5. Las personas jurídicas con o sin ánimo de lucro, las empresas unipersonales y las personas

naturales que presten servicios de instrucción y capacitación del servicio público de transporte.

6. Las demás que determinen las normas legales.” (Negrillas propias)

Por su parte, el último pronunciamiento de la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, 

del 20 de abril de (2021) promovido dentro del proceso con número de radicación: 11001-03-06-000-

2020-00226-00 y que se pronunció sobre el conflicto negativo de competencias administrativas suscitado 

entre la Superintendencia de Transporte y la Superintendencia de Sociedades, enfatizó: 

“De otra parte, se destaca de la normativa citada, que en efecto, el ejercicio de las facultades 

sancionatorias de la Superintendencia de Transporte puede recaer en personas que no 

necesariamente están sometidas a la inspección, vigilancia y control de dicha autoridad, pues tales 

facultades están previstas para todos aquellos que incurran en la violación a las normas 

reguladoras del transporte, sean entidades vigiladas por la Superintendencia de Transporte o no, 

sean personas naturales o personas jurídicas.  

De esta manera, las personas naturales o jurídicas que eventualmente presten el servicio de 

transporte, sin cumplir con los requisitos exigidos por la ley para el efecto, son sujetos del ejercicio 

de funciones administrativas sancionatorias en la medida en que existe una afectación al interés 

público. No obstante, esta circunstancia no implica que sean entidades vigiladas de la 

Superintendencia de Transporte de conformidad con la ley.  

(…) 

Así las cosas, es preciso concluir que las facultades administrativas sancionatorias de la 

Superintendencia de Transporte y las demás que le haya conferido la ley, pueden ser adoptadas 

respecto de todas las personas naturales o jurídicas que violen la normativa del sector transporte, 

sean estas entidades vigiladas por dicha autoridad o no.” 

En conclusión, teniendo en cuenta que la actividad del transporte constituye un servicio público que ha 

de prestarse en forma permanente, regular y continua, dada la función económica que con ella se cumple 

y, además, por cuanto resulta indispensable para el desarrollo de las demás actividades de los usuarios 

y la efectividad de derechos fundamentales, tanto si se trata del desplazamiento de mercancías de un 

lugar a otro, como en el transporte de pasajeros, ante la inminente afectación de estos derechos la 

Superintendencia de Transporte debe hacer uso de sus facultades como autoridad en la materia y 

ordenar que se adopten las medidas correctivas necesarias a todos aquellos sujetos que, como en este 

caso, con su acción y/u omisión puedan estar facilitando el desconocimiento de la normatividad de 

transporte o permitiendo que se afecte la seguridad, no solo de los usuarios de la infraestructura 

carretera, sino también de los mismos que promuevan la afectación y demás actores involucrados. 

Caso en concreto 

La Supertransporte en ejercicio de sus funciones de su supervisión, adelantó visita de inspección 

especifica objetiva en el corredor vial a cargo del INVIAS y recibió información por parte de esta Entidad 

lográndose evidenciar: i) la afectación y deterioro en el talud adyacente a la infraestructura carretera 

dispuesta para la prestación del servicio público de transporte en la Ruta Nacional 2511 entre los PR 

42+000 al PR 48+000 de la jurisdicción del municipio de Yarumal, ii) la intervención indebida en la faja 
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de retiro obligatorio por la explotación y disposición de material, iii) la ausencia de señalización u 

obstrucción visual de la misma a consecuencia de la explotación y disposición del material y, en otros 

casos, por cuenta de su vandalización en todo caso asociada a la actividad minera ilegal, iv) el 

estacionamiento sobre la vía de vehículos de carga utilizados para el traslado del material, v) la 

colmatación de las obras de drenaje con la consecuente desviación del cauce de las aguas hacia la vía, 

vi) la presencia permanente en la vía de personas que ejecutan la actividad minera de forma irregular y,

vii) la afectación en la seguridad vial derivada de todas las situaciones antes señaladas.

Razones para concluir que existe un peligro inminente relacionado con la prestación del servicio 

derivado de la infraestructura del transporte, la conectividad de las regiones y la integridad de los 

usuarios de la infraestructura, inclusive, de los propios mineros ilegales 

Tal y como se pudo observar en el acápite de consideraciones, del cruce de información con el 

administrador de la infraestructura carretera y otras autoridades que atendieron los requerimientos 

realizados por esta Autoridad, se estableció que existe un peligro inminente de afectación en la 

continuidad de la prestación del servicio de transporte para todos los usuarios de la infraestructura 

carretera, por las siguientes razones: 

- Son varios los puntos de explotación que se vienen presentando y que han seguido avanzando, desde

julio de 2018, evidenciándose el gran impacto que ha representado esta actividad en la zona afectada,

pues como se puede ver en el registro fotográfico y los oficios obrantes en el expediente, los puntos de

socavación que inicialmente se ubicaban entre en PR 42 al 45, ahora se han extendido hasta el PR

50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal.

- La zona donde se realiza la actividad minera ilegal corresponde a un área protegida declarada por

CORANTOQUIA y que ha sido denominada Distrito de Manejo Integrado Alto de ventanas (DMI), de

conformidad con lo precisado por la misma autoridad en el acta de la inspección realizada el 5 de julio

de 2018 y en el acta de la mesa de trabajo celebrada el 10 de septiembre de 2020.

- Existe una afectación integral de los diferentes sistemas ecológicos – flora, fauna, fuentes hídricas,

remoción de capa orgánica- y de la infraestructura de transporte carretera adyacente a los frentes de

explotación minera. Actividades que, por no contar con licencia ambiental -entre otras razones-, se

realizan sin medidas de protección, mitigación y compensación, con una inadecuada disposición del

material sobrante y estéril, sin ningún diseño técnico, ni secuencia de explotación ni con procedimientos

tecnificados, lo que conllevó la activación de procesos erosivos a los que se suma el deficiente manejo

de las aguas de escorrentía que acrecientan dichos procesos y aportan una gran cantidad de sedimentos

a las fuentes hídricas cercanas afectando sus propiedades físicas y sus condiciones hidrodinámicas.

- De conformidad con las observaciones consignadas en el acta de inspección del 10 de septiembre de

2020 llevada a cabo por la autoridad ambiental, CORANTIOQUIA, los efectos de la explotación sobre el

sector vial corresponden a que el avance sin control de estas explotaciones determinan de forma

progresiva el desgaste de suelo, desequilibrio de las estructuras geomorfológicas, pérdida de flora y

fauna, cambio de composición de aguas lóticas, cambios de drenaje superficial natural y de recolección

sobre la vía (cuneta en concretos), acumulación de sedimentos en obras de drenaje, fuentes lóticas y

alcantarillas.

Imagen 3. Minería irregular. Registro fotográfico de las afectaciones en la Ruta Nacional 2511. 
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Fuente: Registro fotográfico tomado por el INVIAS el 15 de diciembre de 2021, aportado al presente proceso mediante radicado Nro. 20215342083982 del 

17 de diciembre de 2021 

- Como consecuencia de la extracción de materiales de roca ornamental se ciñen riesgos inminentes de

caídas de fragmentos de roca sueltas sobre los taludes de la vía como efecto de la remoción en masa,

existiendo una alta probabilidad de que se cause obstrucciones en la vía, atrapamientos de transeúntes,

vehículos de transporte de pasajeros de orden nacional y local, atascamiento de drenajes como

alcantarillas, deformaciones de la calzada al interrumpir la circulación de aguas en la cunetas construidas,

represamiento de quebradas e, incluso, el atrapamiento de los trabajadores que actualmente laboran en

dichos frentes de explotación.

- En adición de lo anterior la caída de material y la misma explotación generan una ocupación indebida

de la faja de retiro obligatoria o derecho de vía que tiene como propósito -entre otros- salvaguardar la

seguridad vial; faja de retiro obligatoria que también se ve menoscabada por el material extraído que se
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deposita sobre los costados de la vía en diferentes volúmenes, para luego ser cargado en vehículos que 

estacionan sobre el corredor vial. Muestra de ello, el siguiente registro fotográfico: 

Fuente: Registro fotográfico tomado por el INVIAS en el mes de octubre de 2019 aportado mediante oficio del 16 de junio de 2021 a esta Superintendencia 

de Transporte 

Fuente: Evidencia Fotográfica -Visita de Inspección en aspectos objetivos del 31 de mayo al 5 de junio de 2021 en el PR 44+800 de la Ruta 2511 

Fuente: Registro fotográfico tomado por el INVIAS el 15 de diciembre de 2021, aportado al presente proceso mediante radicado Nro. 20215342083982 del 

17 de diciembre de 2021 

- La infraestructura carece de señalización preventiva y/o de seguridad que advierta del peligro de

deslizamiento o de la caída de material. Es más, la poca señalización instalada en el sector se encuentra

vandalizada o sepultada por el material pétreo y por los desechos que se producen por la ejecución de

la actividad de minería que, como tantas veces se ha dicho, se realiza con procesos rudimentarios que

no solo afectan la flora, fauna y fuentes hídricas, sino también, la infraestructura de transporte.

Imagen 4. Vandalización de la señalización por cuenta de la minería irregular en la Ruta Nacional 2511, 

entre otras afectaciones 
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Fuente: Informe condiciones de seguridad deslizamientos autopista producto de la inspección realizado el 10 septiembre de 2020 por parte de 

CORANTIOQUIA. 

Fuente: Registro fotográfico tomado por el INVIAS el 15 de diciembre de 2021, aportado al presente proceso mediante radicado Nro. 

20215342083982 del 17 de diciembre de 2021 

- En el sector se había otorgado un título minero ISC-09081 de 2007 para una extensión 14.9 hectáreas;

sin embargo, CORANTIOQUIA negó licencia ambiental y la Alcaldía de Yarumal mediante Resolución

370 de 2018 ordenó suspender actividades en la zona, con Resolución 1230 de 2018 negó amparo

administrativo y, finalmente, la Secretaría de Minas de Antioquia, el 15 de agosto de 2020, declaró la

caducidad del contrato de concesión minera, de lo cual se realizó la debida anotación en el Registro

Minero Nacional de la Declaratoria de caducidad el 17 de septiembre de 2021, como se puede evidenciar

en la información que se registró en la página web de la Agencia Nacional de Minería.

- La minería que se ejerce en la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los

PR 42+000 al 50+550 sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, resulta ser ilegal de conformidad

con las afirmaciones realizadas en la mesa de trabajo celebrada el 10 de septiembre de 2020 en la que

participaron la Alcaldía de Yarumal, Corantioquia, la Agencia Nacional Minera, la Secretaría de Minas

Gobernación de Antioquia, el Ejercito Nacional y el INVIAS, teniendo en cuenta que el título minero

actualmente está caducado y que no fue expedida la correspondiente licencia ambiental.

- De acuerdo con las afirmaciones realizadas por la representante de la Inspección de Policía de Yarumal

en la mesa de trabajo celebrada el 10 de septiembre de 2020, se tiene conocimiento de que son los

propietarios de las fincas ubicadas en la zona quiénes arriendan los predios para la explotación minera,

esto, sin contar con título minero y la correspondiente licencia ambiental. Al respecto, nótese como el
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beneficiario del título minero -Juan Bautista Agudelo- resulta ser una persona diferente de quienes figuran 

como propietarios de las 181,2954 hectáreas del predio denominado Villa Nueva 1, lugar en donde se 

está llevando a cabo la actividad minera ilegal. 

- Aunque se identificaron algunos presuntos responsables de la actividad irregular -a quienes les

identifican o nombran en la zona como pedreros-, y se les impuso medida preventiva de suspensión de

actividades, como es el caso de Humberto Antonio Agudelo, o se inició proceso contravencional mediante

expediente TH4-2018-94 y TH4-2019 y se caducó el título minero de Juan Bautista Agudelo, lo cierto es

que a la fecha las actividades de minería ilegal se incrementan afectando la prestación del servicio de

transporte terrestre al intervenir indebidamente las fajas de retiro obligatorio adyacentes a las

infraestructura vial y generando día a día una alta probabilidad de derrumbe, con lo cual se transgreden

los bienes jurídicamente tutelados por el constituyente, los principios rectores que guían la debida

prestación del servicio público de transporte y el interés general a una dimensión de conectividad país.

Ahora, si bien esta ilegalidad e informalidad resulta preocupante, lo que más llama la atención de esta 

Superintendencia, para efectos de la presente medida especial de urgencia, es la ausencia de una 

actividad minera que permita una adecuada explotación del material pétreo sin comprometer de ninguna 

manera la seguridad de la infraestructura vial y la integridad de los usuarios, inclusive, de aquellos 

quienes se encuentran incursos en la minería ilegal, pues recuérdese que de conformidad con lo dicho 

por la Agencia Nacional de Minería el talud tantas veces mencionado, hoy por hoy, amenaza con un 

posible derrumbe de proporciones desconocidas, pero que, en todo caso, sí podría anticiparse como un 

evento de grave afectación tanto a nivel regional como de conectividad país. 

Por todo esto es importante precisar que, viéndose comprometida la estabilidad, conservación, 

mantenimiento y operación de la infraestructura dispuesta para el transporte en esta zona del país, 

además de la seguridad vial, la integridad de los usuarios, la economía regional y nacional e, inclusive, 

la vida de quiénes se encuentran practicando la actividad minera irregular, resulta necesario que en el 

legítimo ejercicio de la supervisión correctiva con que cuenta esta Superintendencia se adopten medidas 

especiales urgentes con el fin de proteger los bienes jurídicamente tutelados por la constitución y la ley, 

ante el riesgo inminente de afectaciones como las que se han podido establecer, los cuales, sin duda, 

resultan ser de orden superior respecto de aquellos que puedan llegar a tener quienes se benefician de 

la actividad que se reprocha o de las limitaciones que pueda generar esta decisión. 

Proyección de daños, posible impacto socio-económico y magnitud de las afectaciones 

En sede de medida de urgencia y sin que implique ningún prejuzgamiento respecto de un eventual 

proceso sancionatorio, habiéndose comprobado la muy probable ocurrencia, existencia o configuración 

de un siniestro cuyas consecuencias comprometerían los principios que gobiernan la debida prestación 

del servicio público de transporte, tales como la seguridad, el libre acceso y la integridad de las personas, 

resulta necesario realizar la ponderación de los posibles intereses en conflicto v.gr., por un lado, la 

“actividad económica” representada en la minería ilegal que se viene ejerciendo en el sector, versus, por 

el otro lado, la conectividad país representada en la conservación y operación de la infraestructura, así 

como la vida e integridad de aquellas personas usuarias de la misma, con el fin de concluir sobre la 

pertinencia, la razonabilidad y el buen derecho que debe fundamentar las órdenes que se pretenden. 
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Lo anterior, aun cuando bien puede ser que esta ponderación resulte hasta excesiva para efectos de 

fundamentar la presente medida, frente a una actividad económica ilegal que lo único que le justifica es 

la necesidad de aquellas personas que la ejercen.  

Pues bien, al momento de analizar la procedencia de una medida de urgencia se obliga tener en cuenta 

el grado de sacrificio que se impone al sujeto pasivo de la misma, frente al nivel de beneficio que recibe 

la protección del interés general. Aquí, nótese que la infraestructura de transporte está dispuesta para la 

prestación de un servicio público de carácter esencial y que por cuenta de esta se logra materializar el 

acceso a otros derechos fundamentales que se traducen en bienestar general, como, por ejemplo, el 

abastecimiento o factores socio-económicos a nivel nación, lo que también incluye actividades de 

comercio exterior. 

Para empezar, debe puntualizarse que de acuerdo con las observaciones consignadas en el acta de 

inspección del 10 de septiembre de 2020 por la autoridad ambiental, CORANTIOQUIA y el INVIAS en 

respuesta del 21 de septiembre de 2021 con radicado No. 20215341610492, existe una alta probabilidad 

de derrumbe del talud, por cuenta de la explotación minera que ha venido impactando con procedimientos 

–en algunos casos rudimentarios- que no solo afectan la flora y fauna del sector, sino también, la

infraestructura carretera por la caída continua del material en la vía y los cierres que se hacen necesarios

para la limpieza del corredor vial. Y es que, precisamente, el avance sin control de estas explotaciones

ha ocasionado el desgaste de suelo, el desequilibrio de las estructuras geomorfológicas, los cambios de

drenaje superficial natural y de recolección sobre la vía (cuneta en concretos), la acumulación de

sedimentos en obras de drenaje, fuentes lóticas y alcantarillas.

Ahora, si bien es cierto que todas las actividades mineras ilegales que en esta oportunidad llaman la 

atención tienen como objetivo la explotación, extracción y comercialización del material pétreo, no lo es 

menos que todas son tipos de socavaciones diferentes; por lo tanto, los resultados que desencadenará 

cada una de estas intervenciones antrópicas en la montaña puede ser diversa, es decir, podemos tener 

afectaciones tan leves, como, por ejemplo, caídas de rocas pequeñas sobre la calzada, flujos de lodo, 

como pequeños derrumbes sectorizados, hasta el peor de los escenarios en el cual se genere un 

desconfinamiento de la montaña, esto es, un movimiento en masa que ocasione un cierre total de la vía. 

Entonces nótese como en cualquiera de estos escenarios, desde el más leve al más grave, en todos se 

pondrá en riesgo la seguridad vial y la integridad de los usuarios de la infraestructura, así como de las 

mismas personas que ejercen la minería ilegal. Se trata de una siniestralidad que bien puede evitarse. 

Pero estimando el peor de los escenarios, como corresponde, resulta que son diversas las Autoridades 

que han llamado la atención sobre la alta probabilidad de derrumbe que observan en el talud, evento que 

de suceder tendría proporciones desconocidas y el grado de afectación en la prestación del servicio 

público de transporte sería incalculable, más ahora que el país pasó del aislamiento obligatorio por cuenta 

de la pandemia y se encuentra en un proceso de reactivación económica en el que se necesita la máxima 

eficiencia logística; por tal razón, cualquier impacto en la conectividad regional y nacional tendrá, sin 

duda, un efecto negativo para los diferentes sectores económicos. 

Muestra de la magnitud que podría tener el evento adverso lo representan aquellos usuarios de la 

infraestructura carretera objeto de la presente Resolución, quienes se verían afectados hasta que se 

restablezca el servicio en caso de un cierre parcial, y que, según el reporte del INVIAS, suman en 
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promedio 197.061 vehículos por mes.49 También podrían verse afectados algunos de estos usuarios no 

solo por la caída de material que comprometería la seguridad vial, sino por los posibles cierres totales de 

la vía que obligarían desplazamientos por la única ruta alterna, lo que originaría un escenario negativo 

como lo veremos a continuación: 

- Un recorrido normal por el corredor vial donde se encuentra ubicada la Troncal de Occidente, ruta

nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del

municipio de Yarumal, tiene las siguientes características:

Ruta original: Medellín – Caucasia – Santiago de Tolú 

Tiempo de recorrido aproximado: 9 horas y 55 minutos 

Kilómetros: 505 km  

De acuerdo con el análisis realizado por esta Superintendencia de Transporte, en un recorrido de 

Medellín hasta Santiago de Tolú, por el uso de esa infraestructura carretera se pagan los siguientes 

valores de peaje: 

Imagen 5. Costos de peaje por categoría en el trayecto Medellín – Caucasia – Santiago de Tolú 

Nombre 
del Peaje 

Departame
nto 

Sector 
Categor

ía 1 
Categor

ía 2 
Categor

ía 3 
Categor

ía 4 
Categor

ía 5 
Categor

ía 6 
Categor

ía 7 
A cargo 

de 
Localizaci

ón 

Trapiche Antioquia 

Medellín 
- 

Barbosa
-Hoyo
Rico 

11100 11600 12700 18600 31500 41500 46300 

CONCESI
ON 

HATOVIAL 
SA 

Km 
18+300 

Vía 2510  
Medellín - 
las costa 

Pandeque
so 

Antioquia 

Medellín 
- Don 

Matias- 
la costa 

8700 9700 20200 26100 29500 0 8100 

CONCESI
ON 

HATOVIAL 
SA 

KM 38 + 
500 RUTA 
2510, vía 
Medellín - 
La costa 

49 Fl. 58 del expediente físico 
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Nombre 
del Peaje 

Departame
nto 

Sector 
Categor

ía 1 
Categor

ía 2 
Categor

ía 3 
Categor

ía 4 
Categor

ía 5 
Categor

ía 6 
Categor

ía 7 
A cargo 

de 
Localizaci

ón 

Los 
Llanos 

Antioquia 
Los 

Llanos – 
Tarazá 

8800 9700 20200 25700 29000 0 0 INVÍAS 

KM 03 + 
450 RUTA 
2511, vía 
Medellín - 
La Costa 

Tarazá Antioquia 

Tarazá 
– 

Caucasi
a 

8800 9700 20200 25700 29000 0 0 INVÍAS 

KM 01 + 
200 RUTA 
2512, Vía 
Medellín - 
La Costa 

La 
Apartada 

Cordoba 

Caucasi
a-

Planeta 
Rica 

13100 19300 19300 19300 34900 55600 64100 
Concesión 

Ruta al 
Mar S.A.S 

PR: 
12+000 

Ruta 2513 
Caucasia - 

Planeta 
Rica 

Los 
Manguitos 

Cordoba 

Caucasi
a-

Planeta 
Rica 

13100 19300 19300 19300 34900 55600 64100 
Concesión 

Ruta al 
Mar S.A.S 

PR: 
52+200 

Ruta 2513 
Caucasia - 

Planeta 
Rica 

Carimagu
a 

Cordoba 
Planeta 
Rica - 
La Ye 

12500 18100 18100 18100 32800 52100 60100 INVÍAS 

Vía 
Planeta 
Rica - 

Sincelejo 
Km 26 + 

300 

La 
Esperanz

a 
Sucre 

Sincelej
o-

Toluviej
o 

8500 9200 19900 25200 28400 0 0 

Concesión 
Autopistas 

de la 
Sabana 

Córdoba - 
Sucre 

Vía 
Sincelejo - 
Toluviejo 
Km. 15 

más 402 
metros 

Total 84600 106600 149900 178000 250000 204800 242700 

Ahora bien, en el evento que ocurra el cierre total del corredor vial que cruza por el municipio de Yarumal, 

debe optarse por la única ruta alterna existente, desplazamiento que presentaría las siguientes 

condiciones: 

Ruta alterna: Medellín – Mutatá – Apartadó – Arboleste – Lorica – Santiago de Tolú 

Tiempo de recorrido aproximado: 13 horas y 33 minutos 

Kilómetros: 628 km 
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Asimismo, del análisis realizado por este Autoridad, se logró establecer que por el uso de la vía alterna se 

incurriría en el pago de los siguientes valores de peaje:  

Imagen 5. Costos de peaje por categoría en el trayecto Medellín – Mutatá – Apartadó – Arboleste – Lorica 

– Santiago de Tolú

Nombre 
del 

Peaje 

Departame
nto 

sector 
Categor

ía 1 
Categor

ía 2 
Categor

ía 3 
Categor

ía 4 
Categor

ía 5 
Categor

ía 6 
Categor

ía 7 
A cargo de 

Localizaci
ón 

San 
Cristóbal 

Antioquia 

Puente 
Aburrá 

- 
Medell

ín 

16800 19000 41400 53900 64500 0 0 
DESARROL
LO VIAL AL 

MAR 

Oriente 
Occidente 
Km 39 + 

600 
Occidente 

Oriente Km 
44 + 800, 
vía Santa 

Fe de 
Antioquia 
Medellín 

Palmitas Antioquia 

Puente 
Aburrá 

- 
Medell

ín 

16800 19000 41400 53900 64500 0 0 
DESARROL
LO VIAL AL 

MAR 

Occidente 
Oriente Km 

39 + 600 
Occidente 

Oriente Km 
44 + 800, 
vía Santa 

Fe de 
Antioquia 
Medellín 

Cirilo Antioquia 

Vered
a Cirilo 

- 
Turbo. 

9000 9900 9900 9900 20500 26500 29700 
Concesión 
Autopistas 

Urabá S.A.S 

Vía Turbo - 
Necoclí PR 
18 + 050, 

Jurisdicción 
del 

Municipio 
de Turbo. 
Ruta 9001 

Chaparr
al 

Antioquia 

El 
Tigre - 
Necocl

í 

9100 10100 10100 10100 20800 26900 30200 
Concesión 
Autopistas 

Urabá S.A.S 

PR 48+000 
de la Ruta 
6201 UF6 
Unidireccio
nal haca el 

sur 

Riogrand
e 

Antioquia 

El 
Tigre - 
Necocl

í 

9100 10100 10100 10100 20800 26900 30200 
Concesión 
Autopistas 

Urabá S.A.S 

PR 24+000 
de la ruta 
6201 de la 

UF 6 
Unidireccio
nal hacia el 

norte 

Mata De 
Caña 

Córdoba 
Cerete 

- 
Lorica 

12800 18900 18900 18900 20200 29400 29500 
Concesión 
Ruta al Mar 

S.A.S 

PR: 32+500 
Ruta 2103 
Cerete – 

Lorica 

Caimane
ra 

Sucre 
Lorica 
- San 

Onofre 
12800 18900 18900 18900 20200 29400 29500 

Concesión 
Ruta al Mar 

S.A.S 

PR: 41+150 
Ruta 9004 

Lorica - 
San Onofre 

Total 86400 105900 150700 175700 231500 139100 149100 

Luego, en contraste con la ruta original que tiene como tiempo de recorrido un aproximado de 9 horas y 

55 minutos y una distancia de 505 km, la ruta alterna representa un incremento en 135 km y en 3:30 

horas de tiempo -aproximadamente-, con la consecuente pérdida de eficiencia en el desplazamiento, 

esto sin contar los consecuentes costos derivados del uso de combustible y la posible merma en los 

niveles del servicio por cuenta del estado de la infraestructura en algunos tramos. En relación con los 

valores de los peajes no se observan cambios significativos. 
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En el mismo sentido, como la afectación de un corredor vial no distingue entre vehículos particulares, 

públicos o de carga, se obliga decir que en materia de transporte de mercancías por el corredor materia 

de la presente resolución son transportados productos como maíz, soya y cebada50, los cuales 

constituyen una importante materia prima para el sector agrícola de la región y para la producción de 

alimentos que se transportan desde la zona norte del país con destino a Antioquia. Tal es su importancia 

que solo entre enero y agosto de 2021 se han transportado un total de 562.457.81 toneladas de maíz, 

luego, en el caso de ocurrir el cierre de la vía por cuenta del derrumbe del talud se podría prever un 

impacto negativo en los costos de producción de determinados productos y, tal vez, el consiguiente 

aumento de los precios finales para el consumidor, pero, aunque así no fuera, el aumento de los costos 

de transporte en este escenario es innegable. 

Otro de los sectores que se impactaría negativamente sería el sector lechero del norte de Antioquia, 

teniendo en cuenta que es la principal zona productora del país con una producción diaria de 2.5 a 3 

millones de litros diarios, de los cuales aproximadamente el 30% es destinado para las plantas de 

procesamiento y el abastecimiento de la zona norte del país.51 

Y como pasar por alto que el sector donde se presentan las actividades de minería ilegal se encuentra 

ubicado dentro del corredor logístico Medellín – Costa Caribe de gran importancia estratégica para el 

país, dado que se facilita el intercambio y el desarrollo del comercio en general entre dos de las 

principales ciudades del país, Medellín y Cali, entre las cuales se moviliza la carga tanto de comercio 

exterior como del comercio interno, permitiendo la vinculación entre los nodos de producción y consumo 

junto con sus áreas de influencia. 

Al punto, de acuerdo con el Portal Logístico de Colombia del Ministerio de Transporte52 este corredor 

logístico habilita el transporte de carga mediante los siguientes modos de transporte: i) carretero, a través 

de las vías que enlazan Medellín con la zona norte del país (Montería, Sincelejo y Turbo) y hacia el sur 

hasta conectar en Cartago con el corredor logístico Bogotá - Cali, ii) ferrocarril, a través del corredor del 

Pacífico desde La Felisa y La Tebaida hasta Cali, iii) marítimo, a través de la zona porturaria del Golfo 

de Morrosquillo al norte, y de Buenaventura al sur, y iv) aéreo, a través de las conexiones entre los 

principales aeropuertos del corredor, entre otros los de Medellín, Cali y Montería. 

Entiéndase lo anterior como un peligro inminente no solo para el estado de la infraestructura carretera 

como tal, también véase el daño grave y hasta irremediable que se vería reflejado en la economía local 

y nacional con pérdidas millonarias en los diferentes sectores productivos, a lo cual se le suma el costo 

que deberá asumirse para el restablecimiento de la infraestructura afectada, su reconstrucción y puesta 

en operación, último del cual, aunque no se tiene cálculo, puede prevenirse por cuenta de expedir 

medidas especiales urgentes como las que se ordenarán, con el fin de evitar que se siga interviniendo 

con minería ilegal el talud adyacente al corredor vial. 

Sobre la invasión de la faja de retiro obligatorio que pone de presente el INVIAS por cuenta del 

estacionamiento de vehículos de carga, el depósito de material y la acumulación de desechos o residuos 

como material de arrastre que se acumula en las cunetas de la infraestructura en la Troncal de Occidente, 

ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 sector Alto de ventanas del 

50 Fl. 59 del expediente físico 
51 Fl. 59 del expediente físico 
52 El cual puede ser consultado en: https://plc.mintransporte.gov.co  
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municipio de Yarumal, se resalta la constante ocupación irregular del área, situación que compromete la 

integridad de los usuarios de la infraestructura de transporte, entre otras cosas, por obstaculizarse la vía 

e invadirse la faja de retiro, especialmente, si se tiene en cuenta la misma topografía del terreno y las 

características de la vía, pues se trata de una carretera de única calzada, en doble sentido, con curvas 

cerradas, pendientes y descensos. 

Por lo tanto, en cualquiera de los escenarios analizados, resulta notorio como siempre se verá 

comprometida la operación del corredor vial en mayor o menor medida, así como la seguridad vial de los 

usuarios de la infraestructura -que recordemos se encuentra integrada por la faja de retiro obligatorio- 

con las consecuencias no solo materiales, sino, también, de aquellas del orden inmaterial como lo son 

las afectaciones a la integridad o a la vida de las personas que se valen de esta infraestructura para 

realizar sus desplazamientos con independencia de las razones que les motiven para ello. 

En suma, ante situaciones como la presente en las que se evidencia de forma manifiesta la existencia 

de daños y otras posibles afectaciones, como se dijo antes, latentes, tanto del orden material como 

inmaterial, resulta ineludible que las autoridades competentes adopten las medidas y decisiones 

inmediatas y contundentes que resulten necesarias para impactar y/o gestionar positivamente la 

amenaza y/o el riesgo, inclusive, cuando se trata de eventos perjudiciales parcialmente materializados. 

Para este caso, aun cuando se han realizado actividades por cada una de las autoridades competentes, 

en cada uno de sus asuntos, tendientes a gestionar la situación generadora del riesgo que actualmente 

llama la atención de este Despacho, lo cierto es que hoy por hoy la minería ilegal no ha cedido de forma 

contundente en los sectores antes identificados, lo que significa que la exposición de los usuarios de la 

infraestructura carretera a los potenciales daños y afectaciones tampoco ha cesado, como para 

considerar que no se hace necesario expedir medidas especiales de urgencia. 

Dentro de este contexto, teniendo en cuenta la normatividad que ha sido expuesta y el material probatorio 

obrante en el expediente, para esta Autoridad no hay duda de que deben adoptarse las medidas que 

resulten necesarias para conjurar el riesgo derivado de la minería ilegal que actualmente amenaza la 

conservación de la infraestructura de transporte y la seguridad de sus usuarios, entre otras razones, 

porque resultaría más gravoso para el interés público general no adoptar una decisión célere que 

prevenga una posible falla en el talud por cuenta de movimientos en masa -derrumbe- con todas las 

consecuencias negativas que de esta contingencia se derivarían, y porque en el juicio de ponderación 

se encuentran enfrentados derechos fundamentales de la población en general, del orden personal, 

colectivo y socio-económico, con intereses, en todo caso, ilegítimos de algunos particulares que ejercen 

la minería ilegal, teniendo que prevalecer los primeros sobre los segundos, evidentemente.    

Así las cosas y por todo lo dicho, esta Dirección decretará medidas especiales urgentes en este asunto, 

con el firme propósito de evitar un perjuicio irremediable o prevenir un daño mayor al que puede llegar a 

generar las órdenes que se impartan, las que en todo caso resultan posibles y pertinentes si se tiene en 

cuenta que, en últimas, lo que atenta contra la conservación de la infraestructura del transporte y el 

servicio que esta presta es el ejercicio de una minería ilegal que más temprano que tarde desencadenará 

en eventos adversos para los bienes jurídicos tutelados por la Superintendencia de Transporte, dentro 

de los cuales se encuentra la seguridad, integridad y vida de los usuarios de la infraestructura carretera, 

la continuidad en la prestación de un servicio público de carácter esencial como lo es el transporte y la 

conectividad país, bajo la máxima, conforme con la cual, prima el interés general sobre el particular. 
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En consecuencia, advirtiendo que los bienes jurídicos protegidos por los artículos 2, 58, 78, 82, 113, 209, 

333 y 365 de la Constitución Política, la Ley 472 de 1998, las Leyes 105 de 1993, 336 de 1993, 1228 de 

2008 y 1682 del 2013, se encuentran comprometidos por cuenta de las actividades de minería ilegal que 

se ejecutan en la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 

50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, el Director de Investigaciones de 

Concesiones e Infraestructura, 

RESUELVE: 

ARTÍCULO PRIMERO: ORDENAR a Raúl de Jesús López Ospina identificado con cédula de  

ciudadanía 15.315.358, Yomaira Pérez Correa identificada con cédula  de  ciudadanía  32.564.453 y 

Eulicer Alcides López Hincapié identificado con cédula de  ciudadanía 15.328.188, en su condición de 

propietarios del predio denominado Villa Nueva 1, ubicado en la vereda Ventanas e identificado con 

cédula catastral Nro. 887 2 001 000 0020 00011 0000 00000, que de forma inmediata se abstengan 

de realizar directamente y/o por interpuesta persona natural o jurídica, cualquier actividad minera 

tendiente a la extracción de material pétreo en sus terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, 

ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del 

municipio de Yarumal, de acuerdo con las consideraciones del presente acto administrativo. 

Por cuenta de esta orden también les queda absolutamente prohibido a Raúl de Jesús López 

Ospina, Yomaira Pérez Correa y Eulicer Alcides López Hincapié, autorizar, facilitar y/o permitir el ejercicio 

de cualquier práctica minera en sus terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 

(los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de 

Yarumal, con independencia de la persona natural y/o jurídica de que se trate y/o del título y/o la figura 

legal que se pretenda utilizar para esos fines. Aclárese, que esta medida de especial urgencia debe ser 

entendida o interpretada de forma restrictiva, de manera tal que siempre se prefiera su cumplimiento. 

PARÁGRAFO PRIMERO: Como la finalidad de esta orden no es la de menoscabar el legítimo ejercicio 

del derecho a la propiedad privada que se tiene sobre el predio, pero, en todo caso, de ninguna manera 

permitir su abuso, se advierte que la presente medida se hace extensible a todos los posibles poseedores 

y/o tenedores -de lograrse identificar e individualizar alguna persona en tal condición- de los terrenos 

adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 

50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, y que su cumplimiento debe surtirse con 

independencia de la situación jurídica que pese sobre los terrenos afectados con esta, entre otras 

circunstancias, ya sea que se trate de propiedad plena, nuda y/o con limitación por cualquier gravamen. 

PARÁGRAFO SEGUNDO: Adviértase a Raúl de Jesús López Ospina, Yomaira Pérez Correa y Eulicer 

Alcides López Hincapié, en su condición de propietarios del predio denominado Villa Nueva 1, ubicado 

en la vereda Ventanas e identificado con cédula catastral Nro. 887 2 001 000 0020 00011 0000 00000, 

que deberán dar estricto cumplimiento al artículo 5 de la Ley 1228 de 2008 y que será su obligación 

acudir ante las Autoridades competentes con el fin de denunciar el ejercicio de cualquier actividad minera 

que suceda en sus terrenos, actualmente o en un futuro, así como adoptar todas las medidas que les 

resulten necesarias, dentro de la legalidad, para proteger y custodiar su propiedad plena o nuda, lo que 

incluye la franja de retiro obligatorio. 

PARÁGRAFO TERCERO: En caso de resultar procedente, será obligación de los poseedores y/o 

tenedores de los predios adyacentes a las zonas afectadas con esta orden, acudir a las Autoridades 

competentes con el fin de denunciar el ejercicio de cualquier actividad minera, actualmente o en un futuro, 
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así como adoptar todas las medidas que les resulten necesarias, dentro de la legalidad, para proteger y 

custodiar sus derechos de posesión y/o tenencia, lo que incluye la franja de retiro obligatorio. 

PARÁGRAFO CUARTO: De conformidad con lo previsto en el artículo 90 de la Ley 1437 de 2011, el 

incumplimiento a estas órdenes podrá dar lugar a la imposición de multas sucesivas entre uno (1) y 

quinientos (500) salarios mínimos mensuales legales vigentes en contra del infractor, mientras 

permanezca en rebeldía, sin perjuicio de las acciones policivas y/o de otra índole que resulten 

procedentes.  

ARTÍCULO SEGUNDO: ORDENAR a Juan Bautista Agudelo y Humberto Antonio Agudelo 

identificado con cédula de ciudadanía No. 8.409.987, en su condición de beneficiarios del título minero 

No. ICS-09081, actualmente caducado, que de forma inmediata se abstengan de realizar 

directamente y/o por interpuesta persona natural o jurídica, cualquier actividad minera tendiente 

a la extracción de material pétreo en los terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta 

nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del 

municipio de Yarumal, de acuerdo con las consideraciones del presente acto administrativo. 

Por cuenta de esta orden también les queda absolutamente prohibido a Juan Bautista Agudelo y 

Humberto Antonio Agudelo, autorizar, facilitar y/o permitir el ejercicio de cualquier práctica minera en los 

terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 

42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, con independencia de la persona 

natural y/o jurídica de que se trate y/o del título y/o la figura legal que se pretenda utilizar para esos fines. 

Aclárese, que esta medida de especial urgencia debe ser entendida o interpretada de forma restrictiva, 

de manera tal que siempre se prefiera su cumplimiento. 

PARÁGRAFO: De conformidad con lo previsto en el artículo 90 de la Ley 1437 de 2011, el incumplimiento 

a estas órdenes podrá dar lugar a la imposición de multas sucesivas entre uno (1) y quinientos (500) 

salarios mínimos mensuales legales vigentes en contra del infractor, mientras permanezca en rebeldía, 

sin perjuicio de las acciones policivas y/o de otra índole que resulten procedentes. 

ARTÍCULO TERCERO: INSTAR a la Alcaldía Municipal de Yarumal, como máxima Autoridad de 

policía en la región, que dé estricta aplicación de lo previsto en los artículos 96 y 97 de la Ley 1801 de 

201653, con el fin de adoptar medidas preventivas encaminadas al cese de las actividades mineras 

ilegales y/o no autorizadas en los terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los 

Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, 

de acuerdo con las consideraciones del presente acto administrativo. 

Asimismo, se requiere a la Alcaldía Municipal de Yarumal para que dentro del término previsto en la 

ley de referencia, actualmente o en un futuro, proceda a informar a la Autoridad ambiental competente 

53 Ley 1801 de 2016. ARTÍCULO 96. APLICACIÓN DE MEDIDAS PREVENTIVAS Y CORRECTIVAS AMBIENTALES Y MINERAS. Las autoridades de Policía 
en el ejercicio de sus funciones, velarán por el cumplimiento de las normas mineras y ambientales vigentes e informarán de los incumplimientos a las autoridades 
competentes con el fin de que estas apliquen las medidas a que haya lugar.  

Las medidas correctivas establecidas en este Código para los comportamientos señalados en el presente título, se aplicarán sin perjuicio de las medidas 
preventivas y sanciones administrativas contempladas por la normatividad ambiental y minera.  

ARTÍCULO 97. APLICACIÓN DE MEDIDAS PREVENTIVAS. Las autoridades de Policía podrán imponer y ejecutar las medidas preventivas consagradas en la 
Ley 1333 de 2009 por los comportamientos señalados en el presente título. Una vez se haya impuesto la medida preventiva deberán dar traslado de las 
actuaciones a la autoridad ambiental competente dentro de los cinco (5) días hábiles siguientes a la imposición de la misma, tal como lo ordena el artículo 2 de 
la Ley 1333 de 2009.”  
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aquellas actividades mineras que se estén ejecutando sin el cumplimiento de la normatividad minera y/o 

ambiental en los terrenos adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) 

entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, lo cual incluye dar 

traslado de sus actuaciones preventivas.  

3.1. INSTAR a la Alcaldía Municipal de Yarumal y a la Inspección de Policía de Yarumal que, de ser 

del caso, inicien los procedimientos que consideren pertinentes y que les permita adoptar las medidas 

policivas, preventivas, correctivas y/o sancionatorias en contra de aquellas personas naturales y/o 

jurídicas que deben propender por la protección y/o conservación de la faja de retiro obligatoria que hace 

parte de la infraestructura dispuesta para el transporte, de conformidad con lo dispuesto en el parágrafo 

del artículo 13 de la Ley 105 de 1993, el párrafo 2 del artículo 4, el artículo 9 de la Ley 1228 de 2008 y el 

artículo 2.4.7.2.9 del Decreto compilatorio 1079 de 2015, ya sea que con sus actuaciones incurran en 

infracción directa de la ley y/o estén facilitando la violación de esta normatividad.  

En todo caso, estas actividades deben estar encaminadas a proteger de forma continua y permanente la 

faja de retiro obligatorio y, con esto, restablecer y mantener la operación segura del servicio público 

esencial del transporte terrestre en la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) 

entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal. 

3.2. INSTAR a la Alcaldía Municipal de Yarumal que en un término máximo de treinta (30) días 

hábiles contado a partir de la notificación del presente acto administrativo, instale señalización de 

advertencia tendiente a desestimular cualquier actividad minera en la Troncal de Occidente, ruta nacional 

2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de 

Yarumal, previo análisis y aprobación por parte del Instituto Nacional de Vías – INVIAS, en su condición 

de administrador de este corredor vial. En cualquier caso, se debe tener en cuenta lo reglamentado en 

la Manual de Señalización Vial vigente.  

ARTÍCULO CUARTO: SOLICITAR a la Dirección de Carabineros y Seguridad Rural de la Policía 

Nacional que, en un término razonable pero expedito, proceda con las actividades y los operativos que 

considere necesarios para que cesen las actividades de minería ilegal en los terrenos adyacentes a la 

Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector 

Alto de ventanas del municipio de Yarumal, de acuerdo con las consideraciones del presente acto 

administrativo. 

ARTÍCULO QUINTO: SOLICITAR al Departamento de Policía Antioquia - DEANT que en asocio con 

el Instituto Nacional de Vías - INVIAS, la Alcaldía Municipal de Yarumal y/o cualquier otra Entidad o 

Autoridad que estime competente, establezca un plan de reacción inmediata y un canal de comunicación 

preferente que le permita atender, a la mayor brevedad posible, los requerimientos, solicitudes, 

denuncias y/o avisos relacionados con la ejecución de actividades de minería ilegal en los terrenos 

adyacentes a la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 

50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, de acuerdo con las consideraciones del 

presente acto administrativo, el cual, se considera, debería permanecer por el término mínimo de tres (3) 

meses o de aquel que se estime adecuado por cuenta de esa Autoridad. 

ARTÍCULO SEXTO: SOLICITAR a la Dirección Seccional de Tránsito y Transporte de Antioquia 

que inicie los procesos de inmovilización e imposición de comparendos y/o Informes Únicos de 

Infracción al Transporte - IUIT en relación con aquellos vehículos que, especialmente, para el cargue del 
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material pétreo resultado de la actividad minera ilegal, se detienen y obstruyen la Troncal de Occidente, 

ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá) entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del 

municipio de Yarumal, cuando así corresponda. Para el efecto deberán atender, a la mayor brevedad 

posible, los llamados que realice el Instituto Nacional de Vías - INVIAS, la Alcaldía Municipal de 

Yarumal y/o cualquier otra persona, Entidad o Autoridad que les informe sobre tal situación.  

ARTÍCULO SÉPTIMO: INSTAR al Instituto Nacional de Vías – Invias que en un término máximo de 

treinta (30) días hábiles contado a partir de la notificación del presente acto administrativo, instale la 

señalización vial que resulte necesaria en la Troncal de Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – 

Tarazá), entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de ventanas del municipio de Yarumal, así como 

en aquellos otros sectores aledaños que se encuentren a su cargo, la cual ha sido objeto de vandalización 

tal y como se informó a esta Autoridad, de acuerdo con las consideraciones del presente acto 

administrativo. 

PARÁGRAFO: Con el propósito de que la Alcaldía Municipal de Yarumal dé cabal cumplimiento a lo 

resuelto en el numeral 3.2 del presente Acto Administrativo, se insta al Instituto Nacional de Vías – 

Invias para que, en su condición de administrador de este corredor vial, atienda de forma prioritaria la 

consulta previa allí prevista. 

ARTÍCULO OCTAVO: SOLICITAR a la Secretaría de Minas de Antioquía que en un término máximo 

de diez (10) días hábiles, contado a partir de la notificación del presente acto administrativo, proceda a 

verificar la existencia de otros posibles títulos mineros en los terrenos adyacentes a la Troncal de 

Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá), entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de 

ventanas del municipio de Yarumal. En el caso de que así sea, se deberá informar el estado actual de 

cada uno de ellos a la Superintendencia de Transporte y a la Alcaldía Municipal de Yarumal, 

incluyendo, especialmente, si se cuenta o no con licencia ambiental vigente para realizar actividad minera 

y quiénes son sus beneficiarios.  

ARTÍCULO NOVENO: SOLICITAR a la Agencia Nacional de Minería que en un término máximo de 

diez (10) días hábiles, contado a partir de la notificación del presente acto administrativo, proceda a 

verificar la existencia de otros posibles títulos mineros en los terrenos adyacentes a la Troncal de 

Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá), entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de 

ventanas del municipio de Yarumal. En el caso de que así sea, se deberá informar el estado actual de 

cada uno de ellos a la Superintendencia de Transporte y a la Alcaldía Municipal de Yarumal, 

incluyendo, especialmente, si se cuenta o no con licencia ambiental vigente para realizar actividad minera 

y quiénes son sus beneficiarios. 

ARTÍCULO DÉCIMO: ORDENAR la conformación de un COMITÉ DE VERIFICACIÓN el cual se 

encargará de hacer seguimiento al cumplimiento de las medidas especiales urgentes aquí decretadas. 

Este Comité lo coordinará un delegado de la Gobernación de Antioquia del nivel directivo y estará 

integrado, además, por: i) el Superintendente Delegado de Concesiones e Infraestructura o su 

designado, ii) el Alcalde Municipal de Yarumal o su designado y iii) el Director Territorial de Antioquia del 

Instituto Nacional de Vías – INVIAS. 

Corresponderá al delegado de la Gobernación de Antioquia, dentro de los cinco (5) días hábiles 

siguientes a la comunicación del presente acto administrativo, convocar la primera sesión del comité 

y rendir informes cada dos (2) meses mientras las medidas especiales urgentes estén vigentes. En todo 
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caso, para la primera sesión del comité no podrá superarse el término de quince (15) días hábiles 

contados a partir de la fecha de su convocatoria y su periodicidad será definida por quienes lo conforman. 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO: COMPULSAR copia digital e integra del presente expediente a la 

Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia - Corantioquia, a través de la Secretaría 

General de esta Superintendencia de Transporte para que, en el marco de sus competencias, adelante 

las actuaciones administrativas que considere pertinentes en contra de quienes, presuntamente, realizan, 

facilitan, autorizan y/o permiten actividades de minería ilegal en los terrenos adyacentes a la Troncal de 

Occidente, ruta nacional 2511 (los Llanos – Tarazá), entre los PR 42+000 al 50+550 del sector Alto de 

ventanas del municipio de Yarumal.  

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO: NOTIFÍQUESE la presente Resolución a través de la Secretaría 

General de la Superintendencia de Transporte, a todas las personas naturales o jurídicas y 

representantes legales de las Entidades y Autoridades que fueron señaladas en esta parte resolutiva, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 4 del Decreto Ley 491 del 28 de marzo del 2020. En caso de 

que la notificación electrónica no pueda realizarse, la notificación de la presente resolución deberá 

efectuarse de conformidad con los artículos 66 y siguientes de la Ley 1437 de 2011 (Código de 

Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo).  

Una vez surtida la correspondiente notificación, está deberá ser remitida al despacho de la Dirección de 

Investigaciones de Concesiones e Infraestructura para que forme parte del expediente. 

PARÁGRAFO:  En el evento en que no se pueda realizar la notificación de la forma establecida en el 
artículo 4 del Decreto Ley 491 del 28 de marzo del 2020, de acuerdo con lo establecido en el artículo 
113 de la Constitución Política de Colombia, se deberá contactar a la Alcaldía de Yarumal - Antioquia, 
para que, por intermedio suyo, se pueda hacer efectiva la notificación de esta resolución a los 
investigados y a las demás personas y Entidades que se encuentran señaladas en la presente 
resolución. 

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO: PUBLÍQUESE la presente medida especial de urgencia en la página 

electrónica y, en todo caso, en un lugar de acceso público de la Superintendencia de Transporte, con el 

objetivo de notificar a las personas naturales de quienes se desconoce información, de conformidad con 

lo dispuesto por los artículos 68 y 69 de la Ley 1437 de 2011. La correspondiente evidencia de la 

publicación por los dos medios deberá ser remitida a la Dirección de Investigaciones de Concesiones e 

Infraestructura para que forme parte del expediente en el que reposa el presente procedimiento. 

ARTÍCULO DÉCIMO CUARTO: Contra la presente Resolución no procede ningún recurso. 

NOTIFÍQUESE, PUBLÍQUESE Y CÚMPLASE 

Dada en Bogotá D.C., a los 

El Director de Investigaciones de Concesiones e Infraestructura 

Diego Andrés Guarín Villabón 

Proyectó: Geraldinne Yizeth Mendoza Rodríguez – Contratista Delegatura de Concesiones e Infraestructura 
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Notificaciones: 

Raúl de Jesús López Ospina 
C.C. 15315358
Dirección del Predio: Villa Nueva 1
Vereda: Ventanas
Yarumal, Antioquia

Yomaira Pérez Correa 
C.C. 32564453
Dirección del Predio: Villa Nueva 1
Vereda: Ventanas
Yarumal, Antioquia

Eulicer Alcides López Hincapié 
C.C. 15328188
Dirección del Predio: Villa Nueva 1
Vereda: Ventanas
Yarumal, Antioquia

Miguel Ángel Peláez Henao 
Alcalde  
Alcaldía Municipal de Yarumal 
alcaldia@yarumal.gov.co 
Calle 20 No.20-05 segundo Piso 
Yarumal, Antioquia 

Pedro Pablo Astaiza Cerón 
Teniente Coronel 
Subcomandante Unidad Nacional contra la Minería Ilegal y Antiterrorismo (UNIMIL) 
Dirección de Carabineros y Seguridad Rural  
Departamento de Policía Antioquia – DEANT 
pedro.astaiza@correo.policia.gov.co  

Daniel Horacio Mazo Cardona 
Coronel 
Departamento de Policía Antioquia – DEANT 
deant.oac@policia.gov.co 
meval.notificacion@policia.gov.co 
Calle 71 No. 65-20 Barrio El Volador 
Medellín, Antioquia 

José Ricardo Archila Zapata 
Teniente Coronel 
Seccional de Transito y Transporte de Antioquia 
deant.setra-guard@policia.gov.co  
Calle 13 # 18-24 Estación de La Sabana Ferrocarriles 
Bogotá D.C. 

Mauricio Hoyos Sierra 
Director Territorial 
Instituto Nacional de Vías Territorial Antioquia 
mhoyos@invias.gov.co  
Carrera 65 No. 44 A 32 
Medellín, Antioquia 

Jorge Alberto Jaramillo Pereira  
Secretario de Minas 
Secretaría de Minas de Antioquia 
notificacionesjudiciales@antioquia.gov.co 
minas@antioquia.gov.co  
Calle 42B Número 52- 106 Centro Administrativo Departamental "José María Córdova" - La Alpujarra 
Medellín, Antioquia 
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Juan Miguel Durán Prieto 
Presidente 
Agencia Nacional de Minería 
juan.duran@anm.gov.co  
notificacionesjudiciales-anm@anm.gov.co 
Avenida Calle 26 No 59-51 Torre 4 Pisos (8, 9 y 10) 
Bogotá D.C.  

Aníbal Gaviria Correa 
Gobernador de Antioquia 
Gobernación de Antioquia 
notificacionesjudiciales@antioquia.gov.co 
Calle 42B Número 52- 106 Centro Administrativo Departamental "José María Córdova" - La Alpujarra 
Medellín, Antioquia 

Juan Bautista Agudelo 
“Se desconoce su domicilio” 

Humberto Antonio Agudelo 
C.C. 8.409.987
“Se desconoce su domicilio”

Compulsa de copias: 

Corporación Autónoma Regional del Centro de Antioquia - Corantioquia 
corant.notificacion@corantioquia.gov.co  
Carrera 65 No. 44A-32 
Medellín, Antioquia 
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